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trativo de la Audiencia Territorial de Granada, de 23 de junio de 
1980, debemos revocar y revocamos dicha sentencia, confirman­
do las resoluciones del Ministerio de Obras Públicas y Urba­
nismo, ratificando la de la Delegación Provincial de la Vivien­
da de Granada, de 14 de diciembre de 1977, por ser ambas con­
formes a derecho; sin hacer expresa imposición de costas en 
las dos instancias.»

Esta Dirección General, de conformidad con lo establecido 
en los artículos 103 y siguientes de la Ley reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 
1956, ha dispuesto que se cumpla en sus propios términos la re­
ferida sentencia.

Lo que comunico a V. S, para su conocimiento y demás 
efectos.

Madrid, 5 de abril de 1983.—El Director general, Antonio 
Vázquez de Castro Sarmiento.

Sr. Director provincial de este Departamento en Granada.

14412 RESOLUCION de 5 de abril de 1983, de la Direc­
ción General de Arquitectura y Vivienda, por la 
que se dispone el cumplimiento en sus propios 
términos de la sentencia recaída en el recurso 
contencioso-administrativo, en grado de apelación, 
número 48.544.

En el recurso contencioso-administrativo, en grado de apela- 
lación, seguido ante él Tribunal Supremo (Sala 4.*), con el nú­
mero 43.544, interpuesto por la Comunidad de Propietarios de la 
finca número 14 de la calle de General Sanjurjo (Madrid), 
contra la sentencia dictada con fecha 12 de marzo de 1980, por la 
Audiencia Territorial de Madrid, en el recurso número 950/ 
1978, promovido por la misma recurrente, contra resolución de 
2_ de junio de 1978, se ha dictado sentencia con fecha 3 de 
diciembre de 1982, cuya parte dispositiva, literalmente dice:

«Fallamos: Que desestimando el recurso de apelación nú­
mero 48.544, interpuesto en nombre de la Comunidad de Propie­
tarios d : la finca número 14 de la calle de General Sanjurjo (Jo­
sé Abascal), de esta capital, contra sentencia de la Sala Tercera 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de 
Madrid de fecha 12 de marzo de 1980, recaída en el recurso con­
tencioso-administrativo número 950, del año 1978, debemos con­
firmar y confirmamos dicha sentencia, por estar ajustada a de­
recho en cuanto confirmó la Resolución de la Dirección Gene­
ral de la Vivienda de 29 de junio de 1978, que desestimó el re­
curso de alzada contra resolución de la Delegación Provincial de 
la Vivienda de Madrid, de 4 de octubre de 1977, que recaída en 
expediente sancionador VPM 256/1977, acordó su sobreseimien­
to, por ser dichas resoluciones ajustadas a derecho; todo ello 
sin que proceda hacer una especial condena en costas.»

Esta Dirección General, de conformidad con lo establecido 
en los artículos 103 y siguientes de la Ley reguladora de la Ju­
risdicción Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 
1058, ha dispuesto que se cumpla en sus propios términos la refe­
rida sentencia.

Lo que comunico a V. S. para su conocimiento y demás 
efectos.

Madrid, 5 de abril de 1983.—El Director general, Antonio 
Vázquez de Castro Sarmiento.

Sr. Director provincial de este Departamento en Madrid.

14413 RESOLUCION de 5 de abril de 1983, de la Direc­
ción General de Arquitectura y Vivienda, por la 
que se dispone el cumplimiento en sus propios 
términos de la sentencia recaída en el recurso 
contencioso-administrativo, en grado de apelación, 
número 48.696.

En el recurso contencioso-administrativo, en grado de apela­
ción, seguido ante el Tribunal Supremo, con el número 48.696, 
interpuesto por don' Benjamín Albiach Casañ. contra la senten­
cia dictada el 23 de mayo de 1980, por la Audiencia Territorial 
de Valencia, en el recurso número 404/1979, promovido por el 
mismo recurrente, contra resolución de 30 de mayo de 1979, so­
bre expediente sancionador V-Vp-259 /1977, se ha dictado senten­
cia con fecha 31 de enero de 1983, cuya parte dispositiva, lite­
ralmente dice:

«Fallamos: Que estimamos la presente apelación, interpuesta 
por don Benjamín Albiach Casañ, contra la sentencia, dictada 
por ln Sala de lo Contencioso-Administrativo, de la Audiencia 
Territorial de Valencia, con fecha 23 de mayo de 1080, en el 
recurso ; que la misma se refiere, en cuanto en dicho fallo no 
se hac declaración expresa del deber de resolver por la Admi­
nistración, sobre el fondo del expediente sancionador, al que 
las resoluciones anuladas en el mismo fallo se contraen, al 
cual modificamos, incluyendo en él aquella expresada declara­
ción; y desestimamos la apelación en cuanto a las demás pre­
tensiones, con confirmación de los pronunciamientos del fallo 
a ellas referidas; sin hacer especial imposición de costas.»

Esta Dirección General, de conformidad con lo establecido en 
los artículos 103 y siguientes de la Ley reguladora de la juris­
dicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, 
ha dispuesto que se cumpla en sus propios términos la referida 
sentencia.

Lo que comunico a V. S. para su conocimiento y demás 
efectos.

Madrid, 5 de abril de 1983.—El Director general, Antonio 
Vázquez de Castro Sarmiento.

Sr. Director provincial de este Departamento en Valencia.

MINISTERIO
DE EDUCACION Y CIENCIA

14414 ORDEN de 22 de febrero de 1983 por la que se 
dispone el cumplimiento en sus propios términos 
de la sentencia dictada por la Audiencia Nacional 
sobre el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don Franklin Jones Carrasco.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo, inter­
puesto por don Franklin Jones Carrasco, contra resolución de 
este Departamento, sobre convalidación del título de Odontólo­
go, la Audiencia Nacional en fecha 10 de octubre de 1982, ha 
dictado la siguiente sentencia:

«Fallamos: Que desestimando las causas de inadmisibilidad 
alegadas por la representación del Estado, debemos declarar y 
declaramos la nulidad de pleno derecho del acuerdo adoptado 
por el Jefe de Sección de Convalidaciones de la Subdirección 
General de Ordenación Bilateral del Ministerio de Universidades 
e Investigación de 20.de octubre de 1980, recaída en el expe- 
diente 1318/1980, por la que se rechaza la petición formulada 
por don Franklin Jones Carrasco, acordando la retroacción del 
expediente administrativo al momento en que se incurrió en la 
causa de nulidad para que so continúe el mismo por los trámites 
reglamentarios y se dicte la resolución pertinente, y todo ello 
sin hacer expresa condena en costas.»

En su virtud, este Ministerio ha dispuesto que se cumpla la 
citada sentencia en sus propios términos, significándole que con­
tra la anterior sentencia, ha interpuesto recurso de apelación el 
señor Abogado del Estado, habiendo sido admitido por el Tri­
bunal Supremo, en un solo efecto.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 22 de febrero de 1983.—P. D. (Orden ministerial 

de 27 de marzo de 1982), la Secretaria.de Estado de Universi­
dades e Investigación, Carmen Virgili Rodón.

Ilmo. Sr. Secretario general Técnico.

14415 ORDEN de 4 de marzo de 1983 por la que se 
dispone el cumplimiento en sus propios términos 
de la sentencia dictada por la Audiencia Nacional 
sobre el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por doña Esther Kohan Fuber.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo interpues­
to por doña Esther Kohan Fuber, contra resolución de este De­
partamento, sobre convalidación del título de Odontóloga, la 
Audiencia Nacional en fecha 8 de octubre de 1982, ha dictado 
la siguiente sentencia:

«Fallamos: Que desestimando la causa de inadmisibilidad ale­
gada por la representación del Estado y desestimando la de­
manda interpuesta por el Procurador don Carlos Estévez y Fer- 
nández-Nova, en nombre y representación de doña Esther Kohan 
Fuber, contra resolución del Ministerio de Universidades e In­
vestigación de 12 de junio de 1980, por la que se le deniega su 
convalidación en España del título de Dentista, obtenida en la 
Universidad de Chile, debemos declarar y declaramos que la 
resolución impugnada es conforme a derecho, sin hacer expresa 
condena en costas.»

En su virtud, este Ministerio ha dispuesto que se cumpla la 
citada sentencia en sus propios términos, significándole que 
contra la anterior sentencia ha interpuesto recurso de apelación 
el Procurador de la recurrente, habiendo sido admitido por el 
Tribunal Supremo en un solo efecto.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. 1.
Madrid, 4 de marzo de 1983.—P. D. (Orden de 27 de marzo 

de 1982 ), la Secretaria de Estado de Universidades e Investi­
gación, Carmen Virgil' Rodón.

Ilmo. Sr. Secretario general Técnico.


